Juzgado Contencioso Administrativo- Pretensión Anulatoria- 

En fecha   16/05/11 en los autos  "JUANCORENA JORGE ADALBERTO Y OTRO C/ HONORABLE TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ PROCESO ORDINARIO, con sustento en la violación del derecho de defensa y debido proceso legal, se hizo lugar a la pretensión anulatoria respecto de los cargos individualizados en los artículos  décimo, decimosegundo y decimotercero del fallo del Honorable Tribunal de Cuentas de fecha 28/05/98; y de todos aquellos actos dictados en su consecuencia, y que determinaron la imposición de sanción pecuniaria por los artículos primero, segundo y tercero de la sentencia del H.T.C. de fecha 18/11/04.

Causa nº: 384 

Autos:"JUANCORENA JORGE ADALBERTO Y OTRO C/ HONORABLE TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ PROCESO ORDINARIO"




Mercedes,           de mayo   de 2011.-ra


VISTOS:  


Estos autos caratulados “"JUANCORENA JORGE ADALBERTO Y OTRO C/ HONORABLE TRIBUNAL DE CUENTAS DE LA PCIA. DE BS. AS. S/ PROCESO ORDINARIO”, expediente Nº 384, en tramite por ante este Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Departamento Judicial de Mercedes, a mi cargo, que se encuentran en estado de dictar sentencia y de los que,


RESULTA:  


I.- Que a fs. 72/82 vta. se presentan Jorge A. Juancorena y Fernando Hector Dell´Immagine, a iniciar Proceso ordinario en lo Contencioso Administrativo, contra el Fallo dictado en fecha 13 de Noviembre de 2003  por el Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia de Buenos Aires; solicitando la anulación de los actos administrativos dictados por la demandada con fecha 28 de mayo de 1998 -Resolución Original- y el que  resuelve el recurso de revisión de  fecha  13 /11/ 2003, 


 Sostienen que dicha resolución, que impone a los suscriptos cargos pecuniarios en solidaridad, resulta del Expediente Administrativo N°030/96 caratulado "Municipalidad de Chivilcoy- Ejercicio 1996", perteneciente a la Rendición de Cuentas del año 1996 de la Municipalidad del Partido de Chivilcoy, Provincia de Buenos Aires;  correspondiendo   a reservas hechas en el estudio de las cuentas del ejercicio 1995 -Considerando Sexto, artículo Décimo, Décimosegundo - Décimotercero de Sentencia original nº 2805/98-.


Relatan que durante los años 1987 a 1995, han ejercido cargos en la Función Pública respecto de la Municipalidad del partido de Chivilcoy, siendo Jorge A.Juancorena Intendente Municipal por dos períodos electorales consecutivos; mientras que Fernando H. Dell'Immagine, como Contador Municipal entre los años 1993 a 1995.- 


Finalizada su gestión de gobierno, el Honorable Tribunal de Cuentas, conforme sus facultades constitucionales del art.159 de la Constitución Bonaerense, mediante  expediente administrativo nº 030/96 analiza el Ejercicio Fiscal 1996 de la comuna, y hace lo propio con las reservas efectuadas respecto de cargos del ejercicio del año 1995.- 


Refieren que a partir de la notificación que recibiéran de la instrucción del citado expediente, han intentado y cumplido, con aportar todas y cada una de las constancias documentales y respaldatorias que este Organismo de Control de la Gestión Pública les ha solicitado.- 


No bastando lo  aportado el H.Tribunal de Cuentas se expide en  fecha 28 de Mayo del año 1998,  formulando cargos pecuniarios a los actores por -supuestas, para esa parte- transgresiones a normas contables que estipulan su Ley Orgánica y la Ley de Contabilidad, sumándose la Ley Orgánica de las Municipalidades, entre otras.- 


Sostienen que dicho pronunciamiento fue extemporáneo, ya que se dictó fuera de los plazos de los arts. 24 y ccts. de la Ley 10.869 y mod.


Conforme la Ley 10.869, interponen recurso de "Revisión" ,  formalmente declarado procedente en fecha 4 de noviembre de 1998 por el propio H.T.C.-Considerando Segundo, Artículo Quinto-; no obstante lo cual  

 tarda y/o dilata la resolución del Recurso administrativo de Revisión, por un plazo de cinco (5) años,  ello  fuera de los plazos establecidos en los arts.39 y concs.Ley 10.869 y modif.- 


Se suma a ello una dilación innecesaria para estudiar plazos y resolver cuentas por el mismo H.T.C. planteando la caducidad de los mismos alegando la Doctrina del Art.8 pto.l  Const. Nacional; agravado por las dificultades que significan no estar en custodia de la documentación requerida,  como así también exhortando una interpretación integral de la normativa vigente al respecto.- 


Invocan a los fines de la revisión del acto, la garantía  que se encuentra expresada y consagrada en el art. 15 de la Constitución de Buenos Aires. Citan  al efecto la doctrina de la SCBA del caso 'Fernandez Arias cl Poggio" acerca de un control judicial suficiente.- 


Mencionan que esta probado que los pagos corresponden a hechos ciertos, correctos por tratarse de prestaciones efectivamente realizadas, y que por ello no hubo perjuicio alguno para la Municipalidad. 

Que el pretender que se reintegren los importes pagados constituye un exceso que manifiestamente colocará a la Municipalidad en el supuesto de un enriquecimiento ilícito. 


Con cita de doctrina y jurisprudencia, piden se resguarde legítimos derechos constitucionales, como los arts. 17, 18, 19, 75 inc. 22 y ccts. de la Const. Nacional, y los arts. 1, 12 1.1, 15, 25 y ccts. de la Const. Provincial.


Alegan la aplicación en su caso de los principios  de inocencia, derecho de defensa, razonabilidad de los plazos, igualdad y legalidad, entre otros.


Mencionan que el H.T.C. conoció en todo momento el estado de situación de las cuentas de la Municipalidad de Chivilcoy, como así también ponderan la situación genérica por la que transita el país, evidenciada su quiebra a través de la emisión de títulos.Que hace mucho tiempo que prestaron sus servicios a la comunidad como funcionarios, afrontando crisis tras crisis con un trabajo dedicado y constante. Que analizados en el tiempo el devenir del pasivo social y su evolución, permiten demostrar que las deudas e inobservancias formales han sido holgadamente saneadas, compensadas y pagadas.


Sostienen la procedencia del reclamo judicial respecto a decisiones del H.T.C., el cual delimita su competencia por la carta orgánica, teniendo en cuenta que dicha actuación es compleja en cuanto a las reservas.


Por otra parte, y con sustento en el art. 3 del C.P.C.A., solicitan la declaración de inconstitucionalidad de los actos administrativos, manifestando que el dictado de esos actos es un verdadero laberinto, y en la práctica cotidiana recursiva implica una lesión del derecho de defensa en juicio art. 18 C.N. y arts. 8 y 25 del pacto de San Jose de Costa Rica, via art. 75 inc. 22 C.N.


Sostienen la competencia de este Juzgado, y ofrecen prueba.


Posteriormente, y luego de la vista corrida respecto  del art. 32 del C.P.C.A., denuncian que el H. T. C. mediante Resolución de fecha 18 de noviembre de 2004, tiene en cuenta las argumentaciones que entonces hicieron  cuando habían acompañado documentación en sede administrativa, y cancela algunos cargos y modifica otros; no obstante lo cual sostienen que no tuvo en cuenta todo lo aportado ni argumentado por su parte; así como también vuelven a sostener que aparece discriminatorio del H.T.C. al contemplar alguna documental y no reconocer ni agregar - pues no solo refieren que no la tienen bajo su custodia, sino que esta en poder del mismo H.T.C.-  el resto, dejándolos en un estado de indefensión.


II.- A fs. 174/ 183 vta. el representante de la Fiscalía de Estado contesta demanda. 


Luego de sostener que teniendo en cuenta el marco legal de la cuestión traída a consideración  y la línea argumental expuesta por los actores, refiere que el obrar del H.T.C. fue de conformidad a las normas aplicables al caso, razón por la cual pide  el rechazo de la acción. 


Realiza una reseña de los antecedentes que precedieron a esta instancia judicial,  para posteriormente delimitar el alcance de la cuestión litigiosa,  que ante el dictado de la última resolución del H.T.C.,  parte de los agravios expuestos por el accionante en su demanda han devenido abstractos. Así, en forma posterior enumera cuales son - a su criterio-  los aspectos  controvertidos que han quedado vigentes luego del dictado de los referidos actos administrativos.

 
Respecto a la invocada caducidad de plazos para el juzgamiento, destaca que el Tribunal de Cuentas cumplió durante la tramitación de dichas actuaciones, con los pasos legalmente establecidos, siendo la complejidad y volumen de la temática en cuestión lo que determinó la prolongación de los 

términos. Aún más, la avocación al estudio de la documental presentada por los accionantes determinó dicha prolongación, habiendo derivado dicho análisis, en el acogimiento de la pretensión de los recurrentes en relación a varios aspectos.- 


Concretamente -refiere- el inciso 5 del artículo 24 de la ley 10.869 que establecía la caducidad de la competencia cuando el órgano de control no dictara la sentencia administrativa en los lapsos establecido fue vetado parcialmente por el Poder Ejecutivo mediante el Decreto nº 30/90 (B.O. 26/01/90). Y por no estar vigente, esta argumentación no es sostenible jurídicamente. 


Destaca que ello no supone librar al arbitrio del Tribunal de Cuentas el cumplimiento de los plazos procedirnentales que fija la Ley 10.869 Y sus modificatorias. Al contrario, la infracción a dichos lapsos, si bien no genera en el caso la pérdida de las potestades revisoras del órgano, comprometen la responsabilidad administrativa de sus integrantes. Ello en tanto, la normativa aplicable no establece un plazo específico para la resolución del recurso de revisión (arts. 39 y 40) Y mucho menos la pretensa consecuencia de la caducidad de la competencia del Tribunal de Cuentas.


Sostiene que la actuación del H.T.C. ha sido correcta, y que respecto a los cargos formulados ellos resultan legítimos, no mereciendo reproche alguno.


Refiere que  no existió demostración por parte de los accionantes en relación a dichos faltantes, por lo que la procedencia de los cargos formulados, resulta clara. Ello con sustento en el art. 244 de la L.O.M., que dispone que todo acto de inversión de fondos ejecutado al margen de las normas constitucionales, legales y de ordenanzas lleva implícita la presunción de perjuicio. Y la prueba en contrario corresponde personal y directamente al funcionario. Si éste no la aportara, el Tribunal de Cuentas podrá requerirla por sus propios medios y dictar sentencia sobre la base de lo actuado. 


Cita jurisprudencia en sustento de la obligación de resarcir el perjuicio que nace como consecuencia del acto de desaprobación. Por lo que  sostiene que la imposición de los pertinentes cargos pecuniarios no constituye un supuesto de enriquecimiento sin causa del municipio. La fuente de la obligación de reparar integralmente al municipio es el deficiente ejercicio de las atribuciones del Departamento Ejecutivo - trasuntado en la comisión y omisión de ciertas conductas - que derivó en la realización de pagos defectuosos y de saldos que dañaron su erario. 


III.- Se sustancian las pruebas de las partes, y se agregan los alegatos sobre la misma. 

CONSIDERANDO:


I.- Que liminarmente debo expedirme acerca del planteo de inconstitucionalidad realizado por los actores.


A tales fines, cabe desentrañar, si en autos se verifican los requisitos básicos que permitan en esta instancia su tratamiento.- 



Al respecto, la doctrina judicial argentina ha establecido ciertas reglas en torno a la evaluación sobre la constitucionalidad de una norma, por las cuales, en principio, las leyes se presumen constitucionales; que la inconstitucionalidad de una norma requiere plena prueba de su oposición con la Constitución; que el pronunciamiento de Inconstitucionalidad exige prudencia y cautela en su emisión, y en caso de duda, se debe decidir por la constitucionalidad de una norma y no por su invalidez (CCESPE LP 231590 RSD-51- S 6-6-2000 , “G., J. O. s/ Recurso Ley 9671. Colegio de Ingenieros de la Provincia de Buenos Aires”).-  



En igual sentido, nuestro mas alto Tribunal ha expresado: "...De allí que para su procedencia se requiere que el interesado demuestre acabadamente de qué manera la norma impugnada contraría la Constitución causándole de ese modo un agravio. Un planteo de esta índole, para ser atendido, debe tener un sólido desarrollo argumental y contar con un sólido fundamento que se apoye en las probanzas de la causa (doctr. causa I. 1494, "López", sent. de 23XII1997)...".



Asimismo ha considerado: "...La tacha de inconstitucionalidad de una norma legal o reglamentaria debe indicar, con precisión, de qué modo la disposición impugnada habría quebrantado los derechos, principios o garantías constitucionales cuya tutela se procura, y en caso de deficiencia argumental, ésta no puede ser suplida por el tribunal, debiéndose rechazar el planteo...." (Conf.SCBA, B 60192 S 5-4-2006 ,"Massuh S.A. c/ Provincia de Buenos Aires (EPRE) s/ Demanda contencioso administrativa).-


 Advierto en tal caso, que los actores solicitan genéricamente la inconstitucionalidad del acto administrativo, sin advertir que tales actos no pueden ser inconstitucionales, ya que son dictados en aplicación de normas legales; siendo en su caso estas las que pueden merecer la tacha de inconstitucionalidad. Sin embargo, tampoco puede suplirse con la mención también genérica que realizan respecto de la Ley Orgánica del Honorable Tribunal de Cuentas. 


Por los motivos expuestos, nada de ello puede tenerse por cumplido en autos, pues el accionante no ha explicado ni acreditado, de que forma, con que alcance y que derechos constitucionales en particular resultan agraviados por la citada norma, y en su consecuencia - sin perjuicio de que la posible afectación del derecho de defensa y  de garantías constitucionales formen parte mas adelante del análisis del fondo de la cuestión debatida-, corresponde desestimar el planteo de inconstitucionalidad, lo que así decido.-  


II.- Conforme resultan coincidentes  la doctrina y jurisprudencia, la revisión del acto administrativo en sede judicial, se realiza en base a un juicio pleno, donde se puedan discutir todas la cuestiones que de algún modo afecten a los interesados.


Bajo este parámetro, debo analizar todas las circunstancias planteadas, aún cuando aquellas no resulten expuestas con una claridad total, por aplicación del principio iura novit curia.


Así, corresponde por un lado evaluar  los cargos patrimoniales impuestos; como por el otro, atender a los planteos efectuados respecto a las garantías que imperan en el procedimiento administrativo, y que pudieran  resultar afectadas en aquel.


III.-  Comenzaré por manifestar, que no encuentro de recibo el planteo de la actora respecto a la caducidad del procedimiento por agotamiento de los plazos para dictar la resolución.


Resulta al efecto claramente ilustrativos los argumentos expuestos por la Fiscalía de Estado, en tanto y en cuanto la norma invocada por los actores no forma parte del ordenamiento jurídico.


Sin embargo, y mas allá que no pueda decidirse la cuestión por aplicación de estas normas de caducidad invocadas, debo advertir que en cierto sentido el planteo que efectúa la actora no parece irrazonable; ya que todas las modificaciones y reformas al proyecto de ley original tienden a no permitir la aprobación de las cuentas en forma automática por el transcurso del tiempo; pero el tiempo que transcurrió en el procedimiento administrativo, habla a las claras que ese no era el sustento ni la finalidad de aquellas modificaciones.


En tal sentido, advierto que la ley 10.869 en su  art. 24  inciso 5)   rezaba: "...Caso contrario, las cuentas se considerarán aprobadas". 


El Decreto de promulgación nº 5937/89 veta parcialmente la Ley 10.869 en el artículo mencionado y en su art. 46, que también fijaba un plazo para resolver las cuentas, caso contrario, se considerarian  aprobadas.  En sus considerandos rezaba que con relación a la aprobación automática de las cuentas, tal como está planteado en el Proyecto de Ley sancionado, merecía una futura reelaboración.


Por Ley nº 10.876 se sustituyen los arts. 24 inciso 5º y art. 46 de la Ley 10.869 , fijando un plazo para que el H.T.C. dicte sentencia en 6 meses , y  la caducidad de la competencia del Tribunal en el primero, y otorgándole el mismo efecto el segundo, si no se expide antes del 30 de abril del año subsiguiente.


 A su vez, el Decreto de promulgación nº 30/90  observa parcialmente  el artículo 1º del proyecto sancionado, exponiendo en sus considerandos que la modificación al artículo 24, inciso 5) de la Ley 10.869,  está colisionando y violando en forma expresa, lo preceptuado por el artículo 147, inciso 2) de nuestra Ley de Leyes.


Posteriormente la Ley 13963 que modifica el art. 24 de la Ley 10.869. De sus fundamentos resalto una frase que puede ilustrar cual era el verdadero fin de la reforma: "...De estas consideraciones se desprende la necesidad de acercar el organismo de contralor -el H. Tribunal de Cuentas- a las reparticiones que quedan bajo su control, de manera tal que el mismo se produzca con la mayor inmediatez, eficiencia y eficacia posibles". Para quedar redactado su inc. 5º de la siguiente forma: "El H. Tribunal de Cuentas debe dictar sentencia hasta el 30 de abril del año siguiente".


De lo expuesto se desprende que el legislador, intentó poner un límite al ejercicio de la función de control -especialmente por el transcurso del tiempo-, y que en sendos Decretos de promulgación de las normas de mención, el Ejecutivo bregó por el efectivo control de las cuentas, no admitiendo su aprobación por caducidad de los plazos; esta línea de pensamiento  y la aceptación del período de 6 meses para dictar sentencia se ven reflejados en  la última reforma de la  ley orgánica del H.T.C., que al no contemplar sanciones por el exceso en el plazo para resolver -mas que las personales a los funcionarios responsables-, impiden al suscripto acoger el planteo de la actora, sin perjuicio de advertir que en casos como el de marras la finalidad de la norma queda desvirtuada por el excesivo transcurso del tiempo hasta adoptarse  la decisión administrativa final.   


IV.- Resuelto este planteo, y previo avocarme al fondo de la cuestión, resulta necesario delimitar los aspectos controvertidos a resolver.


Para ello resulta necesario evaluar los pasos administrativos seguidos en el expediente nº 30/01, y los distintos informes y resoluciones que contiene.


Así tenemos que se produce a fs. 580, el primer informe de auditoría correspondiente al ejercicio del año 1996.


Posteriormente a fs. 610/629 se encuentra agregado el estudio de las cuentas realizado por la División Relatora, quien a fs. 621 vta. se refiere a las reservas efectuadas respecto del ejercicio 1995, en el cual encuentra responsables a los hoy actores.


Los cargos se corresponden a los del artículo 7º considerandos 4º; 5º; 6º apartados 3, 4, 10, 11 y 13-b ; 7º, 8º apartado 4-c y 9º.


Previo estudio de la Rendición de cuentas (fs. 980/997), se dicta el fallo del H.T.C. a fs. 1001/1013. En este se levantan, suspenden y se hacen reservas por algunos reparos ya efectuados. Particularmente en sus arts. 10 a 14 desaprueba el considerando 6º en su apartado 5º, 6º, 10º y 11-a.


Interponen los actores recurso de revisión a fs. 1040/1043.


Obra a fs. 1060/1065 el informe de la División  Relatora; y a fs. 1154/1161 se agrega el informe final del la D. Relatora respecto al recurso de revisión.


El día 13/11/03 el H.T.C. dicta el fallo resolviendo el recurso -fs.1164/1166-.


Posteriormente ante un nuevo recurso de Revisión  -fs.1175/1179-, se produce nuevo informe de la D. Relatora, y a fs. 1223/1224 vta. se dicta nueva sentencia del H.T.C.


Esta última sentencia deja subsistentes los siguientes cargos : 


a) Cargo de $2.502,03 que fuera dispuesto por el artículo quinto (considerando cuarto, apartado 1) de la sentencia de fecha 13/11/03); 


b) El cargo de $ 8.387,35 que fuera dispuesto por el artículo séptimo (considerando cuarto, apartado 3) de la sentencia de fecha 13/11/03), se deja sin efecto hasta la suma de $ 3.835,68 Y se mantiene en $ 4.551,67; y


c) Se modifica el cargo de $ 12.101,19 que fuera dispuesto por el artículo octavo (considerando cuarto, apartado 4) de la sentencia de fecha 13/11/03), dejándolo sin efecto basta la suma de $ 8.229,36 , manteniéndolo en $ 3.871,83. 


Por ello, y conforme fuera denunciado oportunamente por la actora y aceptado por la Fiscalía de Estado, los puntos en litigio que se mantienen vigentes para resolver, son los que emanan de esta última sentencia, resultando por ello abstracto todo planteo efectuado en relación a los cargos no vigentes. 


Por allí entonces debe transitar la resolución de esta litis.


V.- El derecho administrativo subsiste bajo determinados principios rectores, algunos de los cuales  tienen sustento en las normas y principios constitucionales.


De ellos, y conforme lo menciona la actora, deben analizarse en el presente a los fines de establecer si corresponde la anulación de los actos administrativos del H.T.C., aquellos que resultan de los arts. 18 de la Constitución Nacional y 15 de la Provincial, entre otros.


Es que la base de todo el sistema administrativo y/o judicial, se corresponde no solo con la defensa en juicio sino con el principio de legalidad (art. 19 Const. Nacional., art. 25 Const. Provincial).

Y esto tiene directa relación con los caracteres fundamentales del acto administrativo: su "presunción de legitimidad" y su "ejecutoriedad". Caracteres que  no son absolutos, pues dependen de que el acto sea "perfecto", es decir de que sea "válido" y "eficaz".

Si el acto no es "válido", es decir si no ha nacido de acuerdo con las exigencias del ordenamiento jurídico vigente, y tal ilegalidad surge del acto o queda acreditada, el acto perderá su presunción de legitimidad, con todas sus implicancias. 

Según la doctrina,  el "fundamento" o "razón de ser" de la presunción de legitimidad del acto administrativo radica en las garantías subjetivas y objetivas que preceden a la emanación de los actos administrativos.

Sobre el tema, el Superior Tribunal Nacional ha dicho: "La presunción de legitimidad que acompaña al acto administrativo no es una presunción "absoluta", sino una mera presunción "simple": puede ser desvirtuada por el interesado, demostrando que el acto controvierte al orden jurídico (conf. doct. CSJN,  Fallos, tomo 190, página 142, in re "S. A. Ganadera Los Lagos c/Nación s/nulidad de decreto; tomo 241, página 384, in re "Román María José de Sèze c/Nación s/nulidad de decreto")"

La actividad de la Administración Pública, como expresaba Fiorini :“… sea discrecional o reglada, estará ligada radical y fundamentalmente con la norma legislativa o ley que ejecuta. No puede existir, agrega, actividad de la Administración, vinculada o discrecional, sin ley previa que autorice la gestión. La tarea discrecional está tan ligada a la norma como lo debe estar la actividad vinculada. En el Estado de derecho concluye dicho autor no se concibe que los órganos realicen determinada labor sin tener como fundamento una regla autoritativa, sea de carácter administrativo, legislativo o constitucional. Toda la Administración está vinculada a una norma jurídica ("La discrecionalidad en la Administración Pública", Bs.As., págs. 41 y sgtes.).

“La discrecionalidad del obrar de los cuerpos administrativos no implica que ellos tengan un ámbito de actuación desvinculado del orden jurídico o que tal discrecionalidad no resulte fiscalizable (C.S.J.N.,"Consejo de Presidencia de la Delegación Bahía Blanca de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos s/Acción de amparo", sent. del 23-II-1992).


Por ello, nuestro Superior Tribunal Provincial ha sostenido que :"La sujeción de la Administración al principio de legalidad impone a sus órganos y entidades un obrar consistente con el ordenamiento jurídico, principio que importa el cumplimiento de las disposiciones reglamentarias que encauzan los procedimientos administrativos (SCJBA, doctr. causas B. 56.364, "Guardiola", sent de 10-V-2000; B. 54.852, "Pérez", sent. de 10-V-2000; B. 55.010, "Chaina", sent. de 2-VIII-2000; causa B. 512.720, "Coloschi Hnos. S.A.", sent. de 2-VIII-1994, "Acuerdos y Sentencias", 1994-III-236; art. 1 y ccs. del dec. ley 7764/1971; causa B 66.693, "Recovering S.A. contra Provincia de Buenos Aires -Ministerio de Asuntos Agrarios-. Amparo")".


Esto mismo resulta reconocido, y tal cual esta redactado, corresponde al fundamento de funcionamiento del órgano revisor de las cuentas públicas.


Así, me permito citar un párrafo que reza en la página web oficial del H.T.C.  respecto a su funcionamiento: “…  Corresponde significar que el control externo de legalidad nace como una consecuencia lógica y natural en la que debe desarrollar su actividad la administración, por cuanto el mismo hace a la esencia misma del estado de Derecho que el ejercicio de la función pública se encuentre enmarcada dentro del aspecto legal que regula el accionar conforme a la ley . La legalidad es un principio que en su generalidad tiene raigambre constitucional. De tal forma este principio ha impuesto al Estado Moderno una norma, cual es la igualdad de trato en el accionar económico financiero, estableciendo la prelación legal, dentro de la razonabilidad en su aplicación y fijando responsabilidad cuando la hubiere, siempre acorde con el correcto control del acto sometido a juicio y la aplicación de la sanción o liberación de responsabilizada según corresponda, por parte del organismo atribuido de las facultades de juzgar, que en el caso que nos ocupa lo es el Tribunal de Cuentas…La administración estatal dentro del concepto moderno que le otorgan los más distinguidos tratadistas debe ajustar su cometido dentro del espacio que le otorga la Ley y a su vez conforme a las disposiciones que para una ordenación normativa se establezcan. Así es que es de recordar las expresiones que en tal sentido se han vertido en cuanto se significó que "el particular puede hacer todo lo que no esté prohibido, y que en la administración pública el funcionario, sólo puede hacer lo que le está permitido...(www.tribctas.gba.gov.ar-institucional-control externo)".


VI.- No conviene olvidar, que  estamos ante un llamado " juicio de cuentas", que se sustanció ante un órgano de control  sin función jurisdiccional, no obstante lo cual no lo exime de ser realizado mediante un procedimiento reglado.

 En  el Estado de Derecho los procedimientos y formas dentro del actuar de la Administración Pública se establecen para garantía de los ciudadanos y para seguridad del propio Estado (SCBA B.51268). 

En ese marco, el Tribunal de Cuentas  ejerce la competencia  que la Constitución Provincial le atribuye (art. 159) de controlar la legalidad de la cuenta de inversión; por lo que el cometido específico del juicio de cuentas es la justificación legal de lo recaudado e invertido y, para poder determinar si los dineros recibidos por los funcionarios con cargo de rendición han sido legalmente invertidos debe previa y necesariamente analizar el gasto que éstos efectuaron y encasillarlo dentro del marco legal. (con.  SCBA B.52976).-

En tal sentido, no solo por lo que surge del expediente administrativo nº 30/1996, sino por lo que ha expuesto el perito oficial en su informe de fs. 262/264, entiendo que desde el punto de vista técnico contable, no hay objeción alguna que realizar al Honorable Tribunal de Cuentas, amén de destacar la voluntad revisora tendiente a controlar los cargos impuestos.


No obstante ello,  siguiendo lo establecido en el artículo 384 del C.P.C.C. los jueces no tienen el deber de expresar en la sentencia la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente de aquellas que fueran esenciales y decisivas para fallar la causa, siendo soberanos en la selección de las mismas, pudiendo inclusive preferir unas y descartar otras (SCBA Ac. 33589,Ac.36936,Ac.41629,Ac.49311,Ac.55593 entre muchísimos otros ) siempre teniendo en cuenta que las simples alegaciones procesales no bastan para suministrar al órgano el instrumento que necesita para la emisión de su fallo.


Digo esto por cuanto, por un lado, los actores han tratado denodadamente ya sea en la faz administrativa como en este proceso judicial, de recabar todos los antecedentes posibles -testimoniales, informes, declaraciones juradas- para probar y justificar no solo el origen de los cargos impuestos sino la efectivización de los mismos, y por tanto, lo que ellos mencionan como falta de perjuicio para el estado Municipal.



Pero, y como mas adelante expondré, la solución que daré a la litis, pasa por otro lado. 


VII.- En esta dirección, cabe poner de relieve,  el marco normativo invocado en la resolución impugnada: los artículos 24 a 30 de la Ley 10.869, conjuntamente con la violación del derecho de defensa que esboza el peticionante, circunstancias que  encuentro necesariamente ligadas entre si. 
Así, tenemos que el art. 24 en su inciso 3)  impone que el Relator  antes del 15 de agosto solicite al Municipio y a los responsables la totalidad de los elementos que necesite para informar. 


Todo ello sin dejar de resaltar que la metodología utilizada por el Honorable tribunal de Cuentas, donde se objetan cargos, se cancelan, se mantienen  y se modifican otros en los sucesivos informe y resoluciones, referenciando distintos artículos y considerandos -como ya se expuso en otros precedentes jurisprudenciales- genera tal confusión que no resulta fácil la tarea de contralor. 


No obstante lo cual, veamos  que a  fs. 580/593  del expediente nº 30/96 obra informe del relator de la Región XI respecto a las cuentas del ejercicio 1996, informe que comparte y eleva el delegado de esta región, de conformidad con lo establecido en el inc. 2º del art. 24 de la Ley 10.689.



Acto seguido, a fs. 594 por resolución nº 89 del 26 de junio de 1997, se designa a la Relatora Interna Cra. A. Ripa, para la continuación del estudio de cuentas del ejercicio 1996 -conf. Dec. nº  2503/90 reglamentario del art. 22º-.

 
A fs. 610/629 vta. (siempre del expte.nº 30/96 referenciado) obra informe de la Oficial Mayor de Estudios y de la Relatora mencionada -conf. reglamentación del art. 24- donde   retoma la primera el estudio de reservas efectuadas en ejercicios anteriores (años 1995 y 1994); elevándose al Relator Jefe con las observaciones  respecto al artículo séptimo,  considerandos 4º; 5º apartado 1; 6º apartados 3, 4, 10, 11 y 13-b ; 7º, 8º apartado 4-c;  y 9º (fs. 621 vta./627) del "fallo del ejercicio 1995" -el encomillado me pertenece-.


Verificado el cumplimiento de las formalidades procesales (fs. 634), se corre traslado a los actores del informe de fs. 610/627, a fin de que ofrezcan toda la prueba de descargo; proveído firmado por el Sr. Presidente del H.T.C. conjuntamente con el Secretario General (fs. 635/vta.), ello a tenor de lo previsto en el art. 29 de la Ley 10.869.  


Efectuado el descargo,  a fs. 990 vta./996, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 30, se eleva informe final sobre la prueba aportada por los actores, siempre sobre las reservas de ejercicios anteriores -fallo ejercicio 1995-  artículo séptimo,  considerando 4º; considerando 5º apartado 1; considerando 6º apartados 3, 4, 10, 11 y 13-b ; considerando 7º, considerando 8º apartado 4-c;  y considerando 9º.

 
VIII.- El planteo del descargo de los actores en sede administrativa -por escaso de fundamentos o sintético que fuera-, como ya expusiera no inhabilita el carácter revisor pleno de esta instancia judicial, al existir  congruencia  en sus aspectos esenciales (conf. doct. SCBA causa B-58.591) a tenor de lo dispuesto en el art. 166 de la Constitución Provincial (doct. SCBA causas B-57.498 y B-61.817).


Es que se desprenden de aquel y se reafirman en esta instancia, agravios vinculados con la falta de antecedentes y de ponderación de los mismos por parte el H.T.C.. 


 De lo expuesto anteriormente, debo resaltar que el articulado de la Ley Orgánica del H.T.C. y su reglamentación, definen con normas de procedimiento, un derrotero administrativo que mínimamente asegura al interesado su derecho de defensa. Circunstancia que, ab initio,  advierto no se ha cumplido en la presente  litis.


Ello resulta -por si solo- reñido con los principios generales del procedimiento administrativo, y a su vez con  elementales principios y garantías constitucionales.


Advierto también, que ante derechos en juego  de suma trascendencia, ya sea para la propia administración como para los presuntos responsables, el fallo del H.T.C. de fecha 28/05/98  se advierte alejado de guardar el debido proceso y respetar el ejercicio del derecho de defensa, por lo cual resulta insostenible  en el plano jurídico.


Respecto al procedimiento administrativo, el mismo debe estar en consonancia con sus grandes principios formadores: debido proceso, informalismo, contradicción e imparcialidad.


Cita Gordillo también el "principio de legalidad objetiva", al cual se refiere como la aplicación razonada y jerárquica de los grandes principios jurídicos, tales como el de razonabilidad o justicia natural, de nivel constitucional o supraconstitucional, por encima de los frecuentes desvaríos de la norma reglamentaria o del acto o comportamiento administrativo (Gordillo, A, obra citada, CNFed.CA, LL,2000-B,275 caso "Torello").  


No puedo pasar por alto que el informe de la División  Relatora, tal cual lo prevee la norma -art. 24 inc.2º y art. 30 Ley 10.869- es un acto que debe definir necesariamente el contenido y discusión de la sentencia administrativa. Por  ello  debe notificarse (art. 24 inc. 3º y art. 27 norma citada); y  una vez realizado ello, no puede vulnerarse el derecho a cuestionarlo, ofrecer prueba, o exponer argumentos en contrario; derecho que el propio H.T.C. puso en cabeza de los interesados.


Todo ello debe realizarse antes del dictado del acto administrativo final, por lo cual  tratase de  una violación en el procedimiento administrativo de la garantía  del debido proceso.


Por todo lo expuesto, la actividad administrativa en el caso de autos, se  encuentra reñida con derechos y garantías constitucionales (art. 18 ,19 y ccts. C.N., art. 15,25  y ccts. C.P.).

En este sentido se ha dicho: "no basta que una resolución administrativa cumpla con los requisitos externos de validez... el contribuyente tiene derecho a una resolución fundada …que ciertamente implica que ésta debe ser la conclusión lógica de un examen analítico y de una apreciación crítica de los medios de prueba" (conf. "Marzioni Hnos.", Trib. Fiscal Nac., sala A, 18/12/1998)”.

Analizaré seguidamente, cada cargo subsistente, a la luz de los principios y derechos  precedentementes expuestos.

  
IX.-  La  sentencia del H.T.C. de fecha 8 de noviembre de 2004 (fs. 1223/1224 vta.) que decide el último recurso de revisión  interpuesto, deja  subsistente el cargo que en su artículo primero -artículo quinto, considerando cuarto apartado 1) de la sentencia de fecha 13/11/03 y artículo décimo, considerando sexto apartado quinto de la sentencia de fecha 28/05/98-,  impone el cargo patrimonial de $ 2.502,03 por diferencias de saldo surgidas del movimiento de cuentas del ejercicio 1995.


A tal fin debo advertir, que son las partes quienes tienen que aportar las pruebas necesarias para decidir, primando el interés por el objetivo  de verdad por ambas partes, en solidaridad y mutua colaboración, y es por ello que se considera que la situación dinámica del proceso obliga a un replanteo permanente y hace rotar el deber de cooperación o colaboración (Conf. Peyrano,J. y Chiappini, J. "Lineamientos de las cargas probatorias dinámicas", E.D. 107-1005).  


Dicho cargo surge del considerando sexto, apartado 10) del estudio de cuentas de fs. 625, el que reza en su parte pertinente:"...De la modificación de planillas surge una nueva diferencia de $ 2.551,21 de los cuales $ 349,96 corresponden al ejercicio anterior...".


El Presidente del H.T.C. en fecha 25 de agosto de 1997, ordena correr traslado el cual es  efectivizado en fecha 28/08/97 conforme surge de las constancias de fs. 635 vta. , 643 y 646 -advirtiendo que la documental que luce a continuación de fs. 635 y hasta la fs. 636 (constancias identificadas con nº 864 a  910) son algunas de fecha posterior al descargo efectuado por el actor fecha en 17 de septiembre de 1997, y otras correspondientes al expediente nº4031-15516-.


Ese  traslado para la defensa dispuesto, sin indicación concreta de los antecedentes y documentación respaldatoria del cargo efectuado, en nada clarifica la cuestión para el interesado; y a toda luz se denota que en su escrito de defensa solo atina ante ello -remitiéndose al descargo respecto del apartado 4)-, a solicitar  la subsanación de las diferencias por las nuevas autoridades. 


Agrego aquí, lo expuesto por el perito oficial en el informe  pericial en respuesta al punto 3) (fs. 262 último párrafo de estas actuaciones), respecto a los mecanismos de control temporáneo.


Así, resulta evidente que ante la imposibilidad material de los actores de contar con la documentación -al no ejercer los cargos públicos al momento del traslado- y ante la orfandad de las constancias del cargo, que no contaban con la posibilidad de efectuar una defensa acorde a sus derechos.


A tal punto, que el informe del relator de fs. 993/993 vta. solo refiere que no se aportó el descargo respectivo; lo que reafirma lo expuesto, en cuanto a que no se les corrió traslado concreto respecto al cargo impuesto; no haciéndose, por otro lado, ninguna consideración adicional. Lo mismo  se repite en los considerandos del fallo del H.T.C. ( fs. 1010).


Tampoco se advierte que se indique claramente en el fallo -artículo décimo- cual es la conducta endilgada al funcionario, y el porque de la graduación de la sanción limitándola al cargo patrimonial. 


Véase que tanto el art. 243 inc. 1º  de la L.O.M. como  el art. 16 inc.3º de la Ley 10.869, solo indican la escala a aplicar, mas ello -entiendo- no releva al emisor del acto cuestionado de adecuar con debidos fundamentos, la conducta del funcionario y la norma infringida, para así graduar la sanción a aplicar.  Permitiendo de esta manera también una defensa de sus derechos acorde, tanto en sede administrativa como en la judicial.


Me permito traer a colación el voto del Dr. Soria en la causa "Magadán", el que en lo pertinente reza: "...La mera invocación de disfunciones formales por parte del Tribunal de Cuentas  en manera alguna releva a este órgano de la exigencia de explicitar circunstanciada y  objetivamente en su decisión la conexión causal entre la falta y  los actos del funcionario reputado responsable (conf. art. 108, dec. ley 7647/1980; doct. causa B. 54.065, "Bravo Almonacid", sent. de 11X1995, "Acuerdos y  Sentencias", 1995III811). Es en este sentido que debe prosperar el reproche al accionar enjuiciado dado que el acto impugnado, al no haber considerado adecuadamente los hechos ... ha incurrido en una motivación meramente aparente. He tenido oportunidad de expresar en mi voto dado en la causa B. 62.241, "Zarlenga" (sent. de 27XII2002) que la obligación de motivar el acto administrativo , como modo de reconstrucción del iter lógico seguido por la autoridad para justificar una decisión de alcance particular que afecta situaciones subjetivas, a más de comportar una exigencia inherente a la racionalidad de su decisión, así como a la legalidad de su actuar (art. 108, decreto ley 7647/1970, al igual que su similar art. 108 de la ordenanza general 267/80 de Procedimiento Administrativo  municipal) y ser, también, derivación del principio republicano de gobierno (arts. 1°, Const. nac.; 1°, Const. pcial.) es postulada prácticamente con alcance universal por el moderno derecho público (C.S.J.N., Fallos: 315:2771, 2930; 319:1379; 320:1956, 2590; 321:174; 322:3066; 324:1860; Scarciglia, Roberto, "La motivazione dell Atto Amministrativo", Milano, 1999, ps. 53 y  ss.; Fernando Pablo, Marcos M., "La motivación del acto administrativo ", Madrid, 1993, ps. 36 y ss.; De Laubadère, A Venezia, J.C. Gaudemet, I., "Traité de Droit Administratif", 14e. ed., París, 1996, t° I, p. 677 y  ss.; Chapus, René, "Droit Administratif General", 9e Ed., París 1995, t° I, ps. 1000 y ss.; Boquera Oliver, José María, "Estudios sobre el acto administrativo ", 4ª ed., Madrid, 1986, p. 218; entre otros). (SCBA, causa B-59867, Magadán Guillermo c/ Pcia. de Bs. As. -Tribunal de Cuentas-)".


X.- Respecto a lo resuelto por el H.T.C. en el artículo segundo  (artículo séptimo -considerando cuarto, apartado 3º de la sentencia de fecha 13/11/03- y artículo decimosegundo -considerando sexto, apartado 10 de la sentencia de fecha 28/05/98-)  el cargo de $ 8.387,35 se  deja sin efecto hasta la suma de $ 3.835,68 y se mantiene en la suma de $ 4.551,67, por la cual deben responder en forma solidaria los actores.


Conforme se desprende del considerando sexto apartado 10) -fs. 1011- de la sentencia de fecha 28/05/98, el cargo por el cual se los sanciona a los actores corresponde al considerando octavo, apartado 4-d, respecto a la deuda flotante del ejercicio 1994.


Antes de analizar el cargo en cuestión, debo resaltar nuevamente que tanto el presente como los otros cargos analizados, corresponden al estudio de cuentas del ejercicio 1995. Por práctica -la que debo aclarar que no es motivo de cuestionamiento- ya que no he hallado normativa que lo avale, el H.T.C. permite , ya sea por  necesidad o sano criterio permisivo -por la profusa documental que se allega o debía  allegarse,  o analizarse- mediante la técnica de "reservas" , que estas se retomen posteriormente para su análisis en otros ejercicios.


Resulta evidente, que por una parte ello resulta positivo  a los efectos de la determinación correcta del estudio de las cuentas públicas -lo cual queda demostrado con la sucesiva modificación y cancelación de los cargos-, pero por otro lado entiendo no se realiza -al menos en este caso- en el marco adecuado, ya que lo es en el estudio de cuentas de otro ejercicio, lo cual conspira contra el buen orden procedimental, y no ayuda para la solución del litigio.


Digo esto, por cuanto también advierto, que no existe orden expresa del Sr. Vocal del H.T.C. (fs. 594) para que la Relatora retome los cargos sobre las reservas del ejercicio 1995. Lo cual también hace al debido proceso, y al derecho de defensa, ya que no se cuenta en este expediente con los antecedentes necesarios e indispensables para tener a los cargos por acreditados o justificados.


Y es así que lacónicamente a fs. 626 vta., punto d) deuda flotante, la Oficial Mayor de Estudios -no la Relatora designada, quien no firma-  refiere que "...del análisis de la nómina de acreedores remitida por la comuna surge que la misma asciende a $ 1.363.589,31, registrándose en libros la suma de $ 1.355.373,01. Las autoridades municipales deberán explicar a que obedece esta diferencia..."Para a continuación solicitar "...el envío del libro de imputaciones Preventivas así como las órdenes de pago abonadas por la partida deuda flotante por un total de $ 1.035.178,26".


Respecto a ello, en el escrito de defensa queda claro que no se contó con los antecedentes respectivos, ya que (fs.667 vta. apartado 1 "i", que solicitan al H.T.C que realice las aclaraciones correspondientes.


Conforme tiene dicho el Superior Tribunal Provincial, :"... Las disposiciones contables que regulan la actuación económico financiera de las comunas tienden a procurar la corrección en el manejo e inversión de los dineros públicos, cuyo destino se haya específicamente determinado en la ley y en las ordenanzas que fijan el presupuesto de gasto de cada comuna. 
La Ley Orgánica de las Municipalidades establece el principio de responsabilidad de los funcionarios municipales por todo acto que ejecuten o dejen de ejecutar excediéndose en el uso de sus facultades o infringiendo los deberes que les corresponden en razón de sus cargos (art. 241). 
El art. 242 dispone que el citado principio de responsabilidad asume las formas política, civil, penal y administrativa. Respecto de esta última ...
La consecuencia de la determinación de esta responsabilidad es la aplicación de las sanciones establecidas en el art. 243 de la Ley Orgánica de las Municipalidades, algunas de naturaleza correctiva (llamado de atención o apercibimiento) y otras de naturaleza pecuniaria, tal la multa y  el cargo, el que cuando equivale a la totalidad de los montos en juego (tal como autoriza el art. 243), alcanza naturaleza verdaderamente resarcitoria o reparatoria del perjuicio, por lo que, tal como ha sostenido esta Corte, su aplicación supone no ya la presunción de un perjuicio, sino la certeza de su existencia (doct. causa B. 55.953, "Lozano", sent. del 7II2001).
El art. 244 establece que todo acto de inversión de fondos públicos ejecutados al margen de las normas constitucionales, legales y de ordenanzas lleva implícita la presunción del perjuicio, correspondiendo al funcionario aportar las pruebas en contrario. Se hace necesario distinguir, entonces, aquellas infracciones que impliquen la inversión de fondos públicos sin autorización normativa, de aquellas otras que impliquen transgresión de deberes formales ( SCBA, causa  B- 61.817, "Gómez")".


Pero a mayor abundamiento, debo resaltar que  a fs. 994 vta., la División Relatora "detecta" en su informe -posterior a los traslados de fs. 643 y 646- que la diferencia correspondía al importe respecto de IOMA. Y refiere que queda firme el reparo sobre ordenes de pago cuyo detalle se corresponde con la planilla de fs.975 -anexo V-. Advirtiendo el suscripto, que se realiza ello sin otorgar nuevo traslado para la defensa.


Circunstancia que es ponderada de igual forma en el considerando sexto apartado 10) del fallo de fecha 28/05/98, ya que en definitiva les deja subsistente el cargo por las ordenes de pago que no fueron remitidas de la lista de fs. 975 ($ 163.173,52 mas intereses), imponiendo el artículo decimosegundo el cargo por un total de $ 208.626,98; y no por los $ 8.216,30 por el cual oportunamente se les corriera traslado.


Por otra parte, no resulta cierto que no hubo respuesta de los ex-funcionarios como se indica a fs. 1011, sino mas bien que no se les dio la explicación que los actores solicitaron.


Tampoco responde a la debida relación jurídica entre la norma infringida y la sanción aplicada, ya que se les corrió traslado por la transgresión a los arts. 109, 126 y 212 inc."n" del reglamento de Contabilidad, y la sanción solamente se justifica en la escala del plexo normativo del art. 243 inc. 1º de la L.O.M. y del art. 16 inc. 3º de la Ley 10.869, pero no acredita cual es la norma legal infringida, atentando contra el principio de legalidad. 


A mayor abundamiento traigo a colación  que el art. 109 del Reg. de Contabilidad, dice: "El libro de Imputaciones Preventivas (modelo n. 18), se abrirá una cuenta a cada inciso, ítem o partida del presupuesto de gastos acreditándole la suma autorizada a gastar. Se debitará en el momento de comprometer el gasto y el saldo reflejará el importe disponible para posteriores imputaciones. Al finalizar el ejercicio será balanceado para determinar lo sobrante de cada crédito y los saldos pendientes de pago, esto último por comparación con la partida concordante del Mayor B."


Por su parte el  "Art. 126.– Los egresos de fondos no podrán realizarse sin orden escrita del Intendente, refrendada por el secretario e intervenida por el contador (modelos n. 28 y 29). Las órdenes de pago o de devolución contendrán como mínimo los siguientes requisitos: Fecha de libramiento; número del mismo; nombre de la persona; entidad o autoridad a favor de la cual se extienda el documento; importe a pagar, en letras y números; concepto del egreso; imputación al crédito legal correspondiente y constancias de su asiento en libros. Para la numeración de los libramientos se seguirá en cada ejercicio el orden natural de los números, desde el uno en adelante según las fechas de emisión. A las órdenes de pago o de devolución se agregarán todos los antecedentes que permitan determinar la legitimidad del egreso y el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias referentes a cada una de ellas (expedientes de adquisición, contratación o devolución, órdenes de compra, facturas, planillas, certificados de obra, etc., todos individualizados con un sello bien visible que indique el ejercicio al que corresponden). Las correspondientes a adquisiciones de elementos inventariables serán acompañadas de la constancia de incorporación al patrimonio, con intervención de la Contaduría (modelo n. 30)".

Y el Art. 212.–" El Intendente Municipal deberá tener a disposición del Concejo Deliberante y de la Delegación del Tribunal de Cuentas la siguiente documentación vinculada con la rendición de cuentas del ejercicio vencido:n) Los libros de Caja, Bancos, Diario, Mayor, Cuentas Corrientes e Imputaciones Preventivas sumados, balanceados y cerrados con los asientos correspondientes y las planillas originales utilizadas para registrar los asientos del Copiador de Inventarios."


En el mismo precedente citado, el Superior Tribunal Provincial también expuso que :" ... si el Tribunal demandado se pronunció por la aplicación de la máxima sanción prevista en la Ley Orgánica de las Municipalidades (cargo equivalente al monto total de los valores en juego) debió analizar la legitimidad del egreso, o, en su caso, precisar cuáles fueron las deficiencias de la documentación respaldatoria que conducen a concluir acerca de la inexistencia de las operaciones de las que aquéllas dan cuenta. Y es que la opción por la aplicación de la máxima sanción cuando puede adoptarse otra menor (en el caso, una multa), debe ser acompañada de una suficiente motivación que justifique la razonabilidad de la decisión. Tal recaudo no puede estar ausente cuando la decisión implica afectar el patrimonio del interesado. Como recaudo de validez del acto administrativo la motivación cumple la finalidad de permitir que la Administración sometida a  derecho dé cuenta de sus decisiones y que éstas puedan ser examinadas en su juridicidad por la justicia en caso de ser impugnadas, posibilitando el ejercicio del derecho de defensa de los afectados, el que comprende el derecho a una decisión fundada, es decir, que sea el resultado de la ponderación de todos los antecedentes (Causa B-61.817, "Gómez", op. citada)".


No se realizó, ni en el informe de la División Relatora, ni en los considerandos del fallo del H.T.C. de fecha 28/05/98, ninguna valoración  de la forma en que se consideró vulneradas algunas de estas normas.


XI.- Por su parte, por el artículo tercero se modifica el cargo de $ 12.101,19 que fuera dispuesto por el artículo octavo (considerando cuarto, apartado 4) de la sentencia de fecha 13/11/03, y en el artículo decimotercero (considerando sexto apartado 11-a) de la sentencia de fecha 29/8/05/98,  dejándolo sin efecto basta la suma de $ 8.229,36 Y manteniéndolo en $ 3.871,83. 


Esto corresponde al cargo de $ 198.657,34 que impusiera el artículo decimotercero citado, en base al considerando sexto apartado 11-a) -fs. 1011 vta.-


Este cargo se relaciona con el estudio de las cuentas obrante a fs. 626 vta. y 627 - considerando noveno, apartado 1)- , donde se les solicita a los actores que acompañen "...las ordenes de pago que se detallan en el anexo I (fs. 608/609), acompañadas de la documentación que legitime el gasto..."


Asimismo se les hace saber que no se encuentran en la División las ordenes de pago detalladas.


También se les requiere orden de compra nº 5583; el envío de carpetas que contengan ordenes de pago correspondientes a subsidios al sector privado, subsidios al sector público, y subsidios a personas indigentes. Asimismo ordenes de pago de la partida de la cuenta Plan Eva Perón; como aclaraciones por librar bajo el mismo número ordenes de compra y pago a distintos proveedores. Todo por la violación de los arts. 105, 126, y 236 inc. 16) del reglamento de Contabilidad.


El Art. 105. refiere:" El libro Caja (modelo n. 12) registrará cotidianamente los ingresos según la planilla diaria de entradas y las salidas de fondos conforme a las órdenes de pago que se hagan efectivas. Los asientos de estas últimas se efectuarán en las fechas de los pagos indicando la imputación correspondiente a cada uno. La Tesorería asignará un número correlativo propio a cada orden de pago que haga efectiva, sin perjuicio del que, al emitirla, le haya asignado la Contaduría.En el mismo libro se registrará el movimiento diario global de las cuentas bancarias.Al cierre de operaciones de cada día se extraerá el saldo que deba pasar al día siguiente y al finalizar cada mes se hará un resumen general de ingresos y egresos y se dará el saldo para la reapertura del que siga.A los fines de la verificación de los saldos y resúmenes precitados, el contador municipal intervendrá el libro dejando constancia de ello con su firma".


Por su parte el Art. 236. en su parte pertinente dice :" Al producirse las circunstancias contempladas en cada caso - refiriéndose al art. 235, que contempla en envío de documental: a) En el mes de enero, b) En el transcurso del ejercicio, y c) entre el 1 de noviembre y el 15 de diciembre-, el Departamento Ejecutivo, deberá enviar lo siguiente:...16. Todo otro antecedente de utilidad para las funciones que debe cumplir el Tribunal de Cuentas..." 


En principio, el traslado dispuesto aparece como mas completo que los referidos a los considerandos ya tratados precedentemente, cumpliendo mínimamente a los efectos del debido proceso y derecho de defensa.  


No obstante ello, debo señalar que al enviarse la documentación -no por los actores, sino por parte de las autoridades Municipales con cargos  vigentes a esa fecha-, la División Relatora a fs. 994 vta. -considerando noveno, apartado 1- realiza la evaluación no de la defensa de los actores, sino de la documental acompañada por las autoridades comunales vigentes a esa época -limitándose los actores a adjuntar copias de lo que remitieron esos funcionarios , conforme surge de fs. 668 - parágrafo K) apartados I y II-.


Por ello, y creo con total solvencia en cuanto a preservar el ejercicio del derecho de defensa se refiere, la División Relatora a fs. 996 vta in fine, propone -mas el término utilizado es "se deberá"- la notificación del informe a los responsables. Informe fechado el día 26/02/98, y sin solución de continuidad, en fecha 27/02/98 se llaman autos para resolver. Ello sin haberse corrido traslado a los ex-funcionarios responsables.


Cabe incluso la misma observación que he realizado respecto a los cargos ya tratados, respecto a que no se individualiza cuales son las conductas o incumplimientos concretos respecto a los arts. 126 y 236 inc. 16 del Reglamento de Contabilidad (fs. 1011 vta.), y menos en la parte resolutiva (art. decimotercero, de fs. 1013).


Todo ello queda reafirmado en cuanto solo después del fallo, y en base al recurso de revisión de fs. 1033/1036, del informe de fs. 1064 efectuado a tenor del art. 39 de la Ley 10.869 por la División  Relatora, se corre traslado -que en esa instancia si realizaron- a fs. 1070, lo que motivara la ampliación y remisión de antecedentes respaldatorios de los actores de fs. 1072/1079.


Entiendo que todo ello - y más aún el siguiente recurso de revisión y el fallo de fecha 18/11/04- resultaba innecesario si se hubiera garantizado los derechos de defensa y debido proceso en tiempo y forma, lo cual evidentemente no ocurrió así.


En tal sentido me permito citar que : "... el recaudo de suficiente motivación debe adecuarse, en cuanto a la modalidad de su configuración, a la índole particular de cada acto administrativo  (C.S.J.N., Fallos: 324: 1860)". En materia sancionatoria, ese control, sin llegar a transferir a los jueces el ejercicio de una potestad que compete a la Administración, significa un reaseguro ineludible de la recta observancia en cada caso de la razonabilidad de tal obrar. De forma que, cuando el acto luce infundado, malinterpreta o desvirtúa los motivos determinantes comprobados o aducidos, entonces, procede el control anulatorio de la actuación administrativa (causas B. 49.271, "Fernández", sent. de 29IX1987; B. 50.218, "Pereyra", sent. de 28II1995; B. 53.483, "Gómez", sent. de 6VIII1996; B. 55.191, "Espilman", sent. de 16XII1997, entre otras).
En consecuencia, la resolución por la que se aplicó la sanción, con fundamento en el incumplimiento de los arts. 23 y 24 de la ley 10.869 y  sin considerar las demás circunstancias relevantes, a mi criterio resulta ilegítima careciendo de una suficiente motivación que justifique la razonabilidad de la decisión. (SCBA, causa Magadán supra citada.)".


XII.- En atención a estos antecedentes, cabe concluir que la autoridad administrativa, al momento de resolver, ha prescindido de notificar adecuadamente y de considerar el descargo o prueba que pudiera adjuntar el interesado,  así como también de justificar la adopción de la sanción conforme el grado de responsabilidad asumida por los ex-funcionarios actuantes, y atento las gravosas consecuencias que se derivan para los afectados, permite concluir en esta instancia, que la impugnación del acto se efectiviza sobre bases verosímiles, por lo cual  conforme a las reglas de la sana crítica, debo considerar la anulación del fallo del Honorable  Tribunal de Cuentas de fecha 28/05/98,  respecto de aquellos cargos contenidos en sus artículos décimo, decimosegundo y  decimotercero . Y de aquellas resoluciones -recursos de revisión- que se dictaron en su consecuencia.   Lo que así decido.
 
POR ELLO, en mérito a las consideraciones precedentemente expuestas, jurisprudencia y doctrina citados, y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos  166 último párrafo y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; arts. 1, 2 inc.1°, 12 inc.1°, 51, 77 y cctes. del CPCA (ley 12.008 y sus modif.); art.163, 384 y cctes. CPCC; arts. 1 y ssgts. Ley 10.869, art. 1 y ssgts. del  Reglamento de Contabilidad , arts. 108, 243 y ccts. L.O.M. y demás normas legales citadas; 

RESUELVO:

                 1) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad realizado por los actores, en base a los fundamentos expuestos en el considerando I de la presente. (conf. arts. 7 y 11 inc. "a" Ley 11.757, doctrina y jurisprudencia citada).


2) Rechazar el planteo propuesto por la actora respecto a la caducidad del procedimiento administrativo por agotamiento de los plazos para dictar la resolución final (arg. arts. art. 24  inciso 5) y 46 Ley 10.869, Decreto de promulgación nº 5937/89, Ley 10.876, Dec. 30/90, Ley  13963).


3) Por mediar conformidad de las partes y los fundamentos antes expuestos, declarar abstracto todo tratamiento de aquellos cargos que no se refieran a los impuestos en los artículos primero, segundo y tercero de la sentencia del H.T.C. de fecha 18/11/04.


4) Por los fundamentos expuestos en los considerandos precedentes hacer lugar a la pretensión anulatoria respecto de los cargos individualizados en los artículos  décimo, decimosegundo y decimotercero del fallo del Honorable Tribunal de Cuentas de fecha 28/05/98 ; y de todos aquellos actos dictados en su consecuencia, y que determinaron la imposición de sanción pecuniaria por los artículos primero, segundo y tercero de la sentencia del H.T.C. de fecha 18/11/04.


5)  Imponer las costas por su orden (art.51 inc.1° CPCA).


6) Regular los honorarios del  Dr. Jorge Sebastián Juancorena (h), conforme a las tareas cumplidas de conformidad con lo previsto en los arts. 10, 15, 16, 28 inc. "a", 44 inc. b) segundo párrafo, 54 y ccts.  D/Ley 8904,  en la suma de Pesos ……………………………………………,  cantidad a la que se deberá adicionar el 10% en concepto de aportes previsionales (ley 6716 y sus modificatorias);  y el I.V.A. en caso de corresponder, conforme la situación del profesional frente al mismo. 


Asimismo remerituando el principio jurisprudencial según el cual los honorarios de los peritos contadores en materia judicial deben adecuarse además del mérito, importancia y naturaleza de la labor cumplida, al monto del juicio y guardar adecuada proporción con los que le correspondan a los demás profesionales intervinientes en la causa (C.N Fed Contencioso Administrativo Sala III,” Peter Cremer Argentina S.R.L s/ Elma S.A”del 20/03/97 y S.C.B.A Causa L.440.96 del 27.XI-90), corresponde en consecuencia de lo expuesto REGULAR los honorarios de los peritos contadores Roberto Jose Rosello y Leandro Puig Lomez -peritos oficiales de la Asesoría Pericial Departamental y de La plata-, conjuntamente, en la suma de Pesos …………………………………, cantidad a la que deberá adicionarse los aportes de ley (Art 1627 del Código Civil y Jurisprudencia citada).-


 No correspondiendo, tal cual se distribuyen las costas, regular honorarios a los letrados representantes de la Fiscalía de Estado, Dres. Oscar Francisco Luchetti y Oscar Aguirre (arg. art. 18 y ccts. D/Ley 7543/69)

 
REGÍSTRESE Y NOTIFÍQUESE.-

                                                     Luis Oscar Laserna
                                                                                Juez
